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[bookmark: _Toc366755199]Nº 039-2023
[bookmark: _GoBack]JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las diez horas treinta y siete minutos del veintiuno de setiembre de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión extraordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas y el director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc146122830]ARTÍCULO I
Documento N° 948-2023
Informa el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que se recibieron las resoluciones emitidas por la Sala Constitucional dentro del expediente N° 19-024589-0007-CO, donde se analiza la acción de inconstitucionalidad presentada por varias personas servidoras judiciales, en contra del transitorio VI, contenido en la Ley N.° 9544, Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder judicial, de 05 de mayo de 1993 y sus reformas, mediante las cuales solicita ampliar la información requerida para dicho expediente en un plazo de diez días hábiles a partir de su notificación.
A continuación, se adjuntan las resoluciones indicadas, así como la respuesta anterior, suscrita por el doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de presidente de la JUNAFO, a la Sala Constitucional, mediante oficio N° 0041-AJ-DJA-2023 del 12 de junio de 2023.



[bookmark: _MON_1756734849]
Es por lo anterior, que conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la propuesta de respuesta, suscrita por el doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de presidente de la JUNAFO, para aprobación de este cuerpo colegiado, que dice:
“Quien suscribe, Juan Carlos Segura Solís, mayor, cédula de identidad número 106210734, casado, vecino de Heredia, los Ángeles de San Rafael, del Hotel el Tirol 3 cuadras hacia el norte y 75 metros al este, en calidad de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a las resoluciones de las once horas cincuenta minutos del veinticinco de agosto de dos mil veintitrés y de las dieciséis horas cinco minutos del seis de setiembre de dos mil veintitrés, notificada esta última a las dieciocho horas y doce minutos del día ocho de setiembre de los corrientes, en donde se solicita ampliar la información requerida para el expediente N.° 19-024589-0007-CO en un plazo de diez días hábiles a partir de su notificación, expediente que analiza la acción de inconstitucionalidad presentada por la licenciada Karol Monge Molina, en representación de varias personas servidoras judiciales, así como de las acciones presentadas por coadyuvantes, para que se declare inconstitucional el transitorio VI, contenido en la Ley N.° 9544, Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 05 de mayo de 1993 y sus reformas, se procede a puntualizar lo sucesivo, con la intención de atender la prueba para mejor resolver solicitada por el órgano constitucional, a saber:

1) Para un mejor análisis, conviene aclarar algunos conceptos técnicos sobre el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

Población abierta: Supone que la evaluación actuarial del régimen de pensión continúa recibiendo personas afiliadas, siendo necesario estimar el ingreso de afiliados futuros.

Población cerrada: Supone que la evaluación actuarial del régimen de pensión no recibe más personas afiliadas siendo conocida la población involucrada a una fecha cierta.

Beneficios devengados: Estimación de la cuantía de los beneficios de las personas pensionadas y las afiliadas actuales atribuibles al periodo presente y a los anteriores, cuya determinación se realiza mediante el método de la unidad de crédito proyectada, según el cual cada periodo de acumulación se considera generador de una unidad adicional de derecho a los beneficios, midiéndose cada unidad de forma separada para conformar la obligación final.

Al respecto, conviene destacar que en caso de utilizar la metodología de población cerrada para la medición de la salud actuarial del régimen del FJPPJ, se presentarían condiciones más estrictas que las arrojadas mediante la utilización de la metodología de población abierta, misma que era históricamente utilizada de previo a la reforma para analizar este régimen y que aún sigue siendo la utilizada para analizar al régimen del IVM. Así mismo conviene destacar que, la JUNAFO para la toma de decisiones sobre el régimen del FJPPJ, se ve obligada por normativa dictada en el Reglamento Actuarial del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero a utilizar la metodología de población cerrada, según se puede apreciar en el artículo N.° 7, inciso b de dicho cuerpo normativo:

“b) Régimen Básico Sustituto (tipo 2) y Régimen de Pensión Complementaria (tipo 3)

La valuación actuarial debe mostrar claramente la técnica utilizada. Los resultados deben 	presentarse tanto con beneficios devengados como con población cerrada, según las 	definiciones de solvencia del artículo tres.

Adicionalmente, pueden mostrarse resultados con población abierta, para lo cual se debe considerar un período mínimo de setenta y cinco años. Los nuevos ingresos deben revelar el 	activo y pasivo actuarial completo. En todo caso, las recomendaciones deben formularse en relación con los resultados de las valuaciones realizadas con población cerrada y con beneficios devengados.

En todos los escenarios presentados debe incluirse la totalidad de los afiliados al régimen y sus beneficiarios.”

Así mismo, conviene resaltar que, en dicho reglamento se incluye en las definiciones del artículo 3, para determinar la solvencia actuarial lo siguiente: 

“Solvencia actuarial con población cerrada de un Régimen Básico Sustituto o Régimen de Pensión Complementario: Un régimen tipo 2 o 3 es solvente si los recursos de la provisión para pensiones en curso de pago y de las reservas en formación, más el valor presente de las contribuciones futuras, son suficientes para pagar los beneficios de los pensionados actuales, de los miembros activos y de los beneficiarios de ambos grupos.”

(Resaltado no corresponde al original) 

2) Indicar en concreto, cuál es el mayor plazo que podría establecerse en el transitorio VI impugnado, a efecto de incluir a la mayor cantidad de personas que se puedan pensionar con el régimen anterior a la reforma, sin poner en peligro la solvencia financiera actual del Fondo de Pensiones del Poder Judicial.

Para la atención de la consulta efectuada por la estimable Sala Constitucional, fue requerida la ejecución de un escenario actuarial adicional, contratado al MBA. Raúl Hernández González, actuario matemático que efectuó el análisis obligatorio del régimen para el periodo concluido en el año 2022, estudio que se adjunta integralmente a continuación:

“Con respecto al requerimiento indicado se procedió a valor (sic) el efecto de aumentar el plazo del Transitorio VI de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, se procedió con aumento del plazo de dicho transitorio hasta 2, 3, 5,7 y 10 años; empleándose la información del último estudio actuarial al 31 de diciembre de 2022. La estimación brinda todas las condiciones jubilatorias que tenían previo a la reforma a los funcionarios que son incluidos en cada escenario.

Como referencia se tomó el escenario abierto con una tasa de crecimiento del 1% y se valoro (sic) el efecto de sustitución del personal que eventualmente adelantaría la fecha de su jubilación.

Es importante señalar que muchas de las personas que quedaron fuera del transitorio comienzan a cumplir con los requisitos para jubilarse con el nuevo marco normativo a partir del 2024. El aumento en los costos que se observan para 2 y 3 años están más relacionados con la forma de cálculo del derecho que con la reducción del plazo para 	optar al derecho.

En el siguiente cuadro se presenta un resumen de lo determinado en cada una de las 	corridas efectuadas. Los resultados mostrados incluyen el número de personas adicionales que pueden beneficiarse, como el incremento total del déficit. En los anexos se incluye el balance respectivo.
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Descripción generada automáticamente]
Fuente: Criterio rendido por el máster Raúl Hernández González, actuario matemático.

Con respecto a lo indicado en el requerimiento: “incluir a la mayor cantidad de personas que se puedan pensionar con el régimen anterior a la reforma, sin poner en peligro la solvencia financiera actual del Fondo de Pensiones del Poder Judicial” es importante indicar que la actualmente la solvencia es inferior a uno, por lo tanto, cualquier mejora de los beneficios provocaría que la solvencia disminuya más.

Quedando a sus órdenes se despide de ustedes”

(subrayado no es del original)

Con respecto al cuadro e información anterior, conviene aclarar que las cifras están expresadas en miles de millones de colones, en razón de lo cual debe leerse para el último escenario de 10 años plazo y 2,759 personas, trescientos veinticuatro mil once millones de colones, equivalente aproximadamente a seiscientos tres millones de dólares de incremento en el déficit en comparación con el escenario abierto con una tasa de crecimiento del 1% que se utilizó como base bajo dicha metodología de valoración actuarial.

Para una mejor comprensión de la información anteriormente expuesta, a continuación, se presenta el cuadro N° 1 con el detalle del incremento relativo en los déficits bajo los escenarios presentados por el profesional actuarial encargado:

Cuadro N° 1
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Para una mejor comprensión de esta información, debe quedar claro que, cualquier incremento de tiempo en el transitorio VI, provocaría un incremento en los egresos y / u obligaciones a los que este régimen se ve sometido, por lo cual todos los escenarios arrojan una desmejora en los indicadores correspondientes; la pretensión de esta acción objeto de análisis constitucional, provocaría un incremento en el déficit del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, incrementos relativos entre el 13.31 % y el 87.65 % de dicho déficit. De igual forma al valorar el indicador de la razón de solvencia, este indicador desmejora relativamente entre un 1.57 % y un 9.40 %, ambos indicadores coinciden en su tendencia hacia el desmejoramiento de la salud financiera del régimen, en caso de acogerse cualquier ampliación. No obstante, a lo anterior se debe valorar por la estimable Sala Constitucional, si dichas desmejoras en estos indicadores son o no significativas en comparación con los derechos que persiguen los recurrentes.

Así las cosas, la totalidad de los escenarios analizados por dicho profesional, arrojan incrementos significativos en el déficit del régimen, provocando un deterioro en sus condiciones de salud financiera y estabilidad actuarial en el largo plazo, por lo cual no se considera posible incrementar el plazo del transitorio VI sin que exista afectación al régimen.

Conviene destacar que, desde la ejecución de la reforma al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, introducida mediante ley N.° 9544 a la fecha, los indicadores de solvencia actuarial han tendido a mejorar y arrojan una mejor posición que la históricamente se ha apreciado para este régimen, no obstante producto de la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y la Ley Marco de Empleo Público (leyes que modificaron la tasa de crecimiento salarial del personal activo), ha existido una tendencia a la disminución de dicho indicador medido bajo la metodología de población abierta, para un mejor análisis a continuación se presenta un resumen de los resultados oficiales para cada año observado:

Cuadro N° 2
Resumen de resultados actuariales FJPPJ
Períodos 2015-2022
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Del cuadro anterior se desprende que, la salud financiera del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, ha tenido una importante mejora, producto de la reforma promulgada en el año 2018, midiendo sus resultados con la metodología de población cerrada, se muestra una clara tendencia hacia la mejora año tras año, a pesar de lo reciente de dichas medidas. Al analizar los resultados mediante la metodología de población abierta, es aún más claro el buen nivel de resultados que sobre este régimen se ha obtenido, sin embargo, para el año 2022 con la aplicación de las variables externas provocadas por las leyes y resoluciones judiciales, su nivel bajó momentáneamente, lo que provoca que en este último cierre no se tenga el equilibrio actuarial bajo esta metodología, lo anterior, no exime el hecho de que su nivel de solvencia medido con la metodología de población abierta se ubique en una mucho mejor condición que la existente en años anteriores a la reforma del régimen.

Cabe resaltar que a criterio de quien suscribe, respetuosamente se sugiere analizar más allá de la solvencia actuarial del régimen, hacerlo no únicamente desde el punto de vista de la afectación que implicaría asumir las jubilaciones con las condiciones anteriores a la reforma, sino que se estima necesario tomar en consideración otros elementos tales como lo dicho por la Organización Internacional del Trabajo en el convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102), artículo 29 inciso 1, así como los derechos adquiridos por las personas servidoras judiciales, paz social, expectativas y planes de vida de las personas funcionarias judiciales, así como condiciones de trabajo al momento de contratación, el desgaste físico y mental que han experimentado las personas funcionarias, entre otros factores.

De igual forma, conviene destacar que la modificación a las condiciones jubilatorias establecidas en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ha incidido en la atracción, retención y motivación del recurso humano que actualmente labora en este Poder de la República, restando competitividad al Poder Judicial como patrono frente a otras alternativas u opciones laborales en el mercado, cuyos efectos, al sumarse a los provocados por la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y a la Ley Marco de Empleo Público, podrían dificultar en mayor medida, el reclutamiento de aquellas personas que deseen ingresar al Poder Judicial, así como la fuga de recurso humano a la que se ha visto sometida la institución, y con ello se ha afectado el servicio público y la administración de justicia. 

Es menester indicar que, producto de la reforma sometida mediante Ley N° 9544 (abril, 2018), se ha presentado una recuperación significativa en los principales indicadores de este régimen jubilatorio, como se muestra en el cuadro N° 2 anterior, a pesar de las modificaciones externas provocadas por leyes posteriores, así como resoluciones judiciales emitidas por el órgano constitucional, y otros órganos afines.

Por último conviene recalcar que, según el informe actuarial aportado, la normativa aplicable al régimen del FJPPJ, así como el principio pro-fondo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 226, se estima que cualquier ampliación al Transitorio VI supondría un peligro latente para la sostenibilidad del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, desde su óptica financiera y actuarial, no obstante de igual forma se considera que en el análisis de esta acción de inconstitucionalidad, se deben valorar otros elementos no financieros para su resolución, como los principios de derecho adquirido, razonabilidad en el ajuste, planes de vida, entre otros.

Para notificaciones se señala como medio principal el correo electrónico direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr, y de manera subsidiaria el correo electrónico echaconmo@Poder-Judicial.go.cr

Conforme lo anterior, se deja rendido el informe solicitado, para lo que a bien estime resolver la honorable Sala Constitucional.”

- 0 -
Asimismo, se adjunta el criterio realizado por el actuario matemático Raúl Hernández González, con escenarios de ampliación del transitorio de 2, 3, 5, 7 y 10 años, así como el Reglamento Actuarial de CONASSIF.



Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida y aprobada la propuesta presentada para dar respuesta a la solicitud de la Sala Constitucional de ampliar la información requerida dentro del expediente N° 19-024589-0007-CO, donde se analiza la acción de inconstitucionalidad presentada por varias personas servidoras judiciales, en contra del transitorio VI, contenido en la Ley N.° 9544, Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N.° 7333, Ley Orgánica del Poder judicial, de 05 de mayo de 1993 y sus reformas. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas cuarenta minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís            Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 3 de octubre de 2023 -
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EXPEDIENTE N° 19-024589-0007-CO 


Teléfonos: 2549-1500 / 800-SALA-4TA (800-7252-482). Fax: 2295-3712 / 2549-1633. Dirección electrónica: www.poder-
judicial.go.cr/salaconstitucional. Dirección: (Sabana Sur, Calle Morenos, 100 mts.Sur de la iglesia del Perpetuo Socorro). Recepción de asuntos 
de grupos vulnerables: Edificio Corte Suprema de Justicia, San José, Distrito Catedral, Barrio González Lahmann, calles 19 y 21, avenidas 8 y 6
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EXPEDIENTE: 19-024589-0007-CO
PROCESO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD
ACCIONANTE: ADALGISA DEL CARMEN GUILLEN  FLORES


SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San 


José, a las dieciséis horas cinco minutos del seis de setiembre de dos mil veintitrés. 


Vista la ampliación de prueba solicitada mediante resolución de las once 


horas cincuenta minutos del veinticinco de agosto del dos mil veintitrés, donde se 


le pide al Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial cierta información, se indica que tal prueba deberá 


aportarla dentro de los DIEZ DÍAS siguientes a la notificación de este 


pronunciamiento, con remisión de los medios probatorios en que fundamente 


su dicho y bajo la prevención de que, conforme a lo dispuesto en los artículos 44 


párrafo 2º y 45 de la ley citada, se considerará dado bajo juramento, de manera que 


cualquier inexactitud o falsedad hará incurrir al informante en las penas del 


perjurio o del falso testimonio, según la naturaleza de los hechos contenidos en el 


mismo. Se advierte que la desobediencia a órdenes emanadas de la Jurisdicción 


Constitucional, conforme lo ordena el artículo 71 de la citada Ley, se encuentra 


sancionada con prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, y 


que solamente se le notificarán las resoluciones futuras si señalan casa u oficina 


dentro del perímetro judicial de esta Sala, o número de fax si lo tuviere, para 


recibirlas. La contestación a esta resolución deberá ser presentada una única vez, 


utilizando solo uno de los siguientes medios: documentación física presentada 


directamente en la Secretaría de la Sala; el sistema de fax; documentación 


electrónica por medio del Sistema de GESTIÓN EN LÍNEA; o bien, a la 


dirección de correo electrónico Informes-SC@poder-judicial.go.cr, la cual es 



mailto:Informes-SC@poder-judicial.go.cr





EXPEDIENTE N° 19-024589-0007-CO 


Teléfonos: 2549-1500 / 800-SALA-4TA (800-7252-482). Fax: 2295-3712 / 2549-1633. Dirección electrónica: www.poder-
judicial.go.cr/salaconstitucional. Dirección: (Sabana Sur, Calle Morenos, 100 mts.Sur de la iglesia del Perpetuo Socorro). Recepción de asuntos 
de grupos vulnerables: Edificio Corte Suprema de Justicia, San José, Distrito Catedral, Barrio González Lahmann, calles 19 y 21, avenidas 8 y 6


correo exclusivo dedicado a la recepción de informes. En cualquiera de los casos, 


la contestación y demás documentos deberán indicar de manera expresa el número 


de expediente al cual van dirigidos. La contestación que se rindan por medios 


electrónicos, deberá consignar la firma de la persona responsable que lo suscribe, 


ya sea digitalizando el documento físico que contenga su firma, o por medio de la 


firma digital, según las disposiciones establecidas en la Ley de Certificados, 


Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Nº 8454, a efectos de acreditar la 


autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos generados 


electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de Gestión en 


Línea o por el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 Megabytes. 


Notifíquese. 


Fernando Cruz C.


Magistrado


A


7HEDSPACY1S61


FERNANDO CRUZ CASTRO - PRESIDENTE/A
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Oficio N° 0041-AJ/DJA-2023

San José, 12 de junio de 2023



EXPEDIENTE: 19-024589-0007-CO

PROCESO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

ACCIONANTE: ADALGIZA GUILLÉN FLORES Y OTROS

ACCIONADO: TRANSITORIO VI, LEY N° 9544



Señoras y Señores

Magistradas y Magistrados de la Sala Constitucional

Corte Suprema de Justicia

Quien suscribe, Juan Carlos Segura Solís, mayor, cédula de identidad número 106210734, casado, vecino de Heredia, los Ángeles de San Rafael, del Hotel el Tirol 3 cuadras hacia el norte y 75 metros al este, en calidad de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a la resolución de las diez horas cuarenta y cinco minutos del veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, notificada a las veinte horas y treinta minutos del día primero de junio de los corrientes, en donde se concede audiencia a la presidencia de la citada Junta Administradora que represento, sobre la acción de inconstitucionalidad presentada por la licenciada Karol Monge Molina, en representación de varias personas servidoras judiciales, así como de las acciones presentadas por coadyuvantes, para que se declare inconstitucional el transitorio VI, contenido en la Ley N° 9544, Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder judicial, de 05 de mayo de 1993 y sus reformas, se procede a puntualizar lo sucesivo, con la intención de atender la prueba para  mejor resolver solicitada por el órgano constitucional, a saber:

1) Referirse a los alegatos de esta acción, manifestando lo que considere al respecto.

 Considera quien suscribe que, los alegatos que motivan la acción de inconstitucionalidad que nos ocupa, se encuentran debidamente fundamentados y ajustados a derecho. Cabe señalar que se vulneró el numeral 167 de la Constitución Política, en cuanto al procedimiento para la aprobación del proyecto de ley, que dio origen a la Ley N° 9544. Nótese que, en el procedimiento de aprobación, el órgano consultivo (Corte Plena), rechazó de manera reiterada las tres consultas realizadas al proyecto, situación que el legislador no toma en cuenta y lo aprueba en comisión llevándolo al plenario. El proyecto de ley se aprueba con modificaciones sorpresivas sin contar con el pronunciamiento de la Corte el cual era vinculante y, para apartarse de él, debió ser aprobado con 38 votos (mayoría calificada), no obstante, no fue, así pues, se aprobó solo con 31 votos y sin su respectiva publicación en el diario oficial La Gaceta. De tal manera que llevan razón los gestionantes al señalar la existencia de vicios de nulidad del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 9544 y por ende, de igual manera sería inconstitucional el transitorio VI, ello con base en el artículo 167 de la Constitución Política, en relación con los convenios 102, 118, 128 y 157 de la Organización Internacional del Trabajo, en concordancia con el artículo 26 de la Convención Americana de Derecho Humanos. 

Lo establecido por la Organización Internacional del Trabajo en el convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102), artículo 29 inciso a), el cual establece el derecho de pertenencia de los accionantes a pertenecer al régimen jubilatorio se consagró desde el momento en que se ingresó a una relación estatutaria con el Poder judicial, en la cual se establecen principios propios que desde su inicio deben ser respetados de conformidad con el convenio supra indicado. De tal suerte que, el transitorio VI vulnera los derechos adquiridos y las situaciones consolidadas de los demandantes, sin que existiera un fundamento legal para tal efecto. 

Si tomamos en cuenta las conclusiones realizadas por la Procuraduría General de la República, órgano representante del Estado, referente a las inconstitucionalidades alegadas, se desprende que estas son efímeras, poco sustentadas en la normativa esgrimida por los petentes, no realizan un análisis del fondo del asunto y de manera escueta, solicitan se declare con lugar la acción. 

Los 18 meses del transitorio VI es un plazo creado por el legislador de manera antojadiza, sin mediar un criterio razonable que hubiese sido puesto en conocimiento de la Sala Constitucional o del público en general, donde se valoraran los argumentos técnicos o actuariales de peso suficiente para adoptar el plazo indicado.

 Por todo lo anterior, esta representación se encuentra conforme con los argumentos de la parte actora y adopta la posición de apoyar tanto a los accionantes como a los coadyuvantes.

2) Indicar si es correcto que, en la actualidad, el Fondo está en capacidad, sin poner en peligro su solvencia financiera, de asumir las jubilaciones con las condiciones anteriores a la reforma, de personas que al momento de la entrada en vigencia del Transitorio VI, contaban con 20 años o más de servicio en el Poder Judicial.

Es importante acotar que, las manifestaciones realizadas en el informe de labores como presidente de la JUNAFO correspondiente al periodo 2020, por parte del señor Carlos Montero Zúñiga, analizadas en sesión de Corte Plena N° 8-2021 celebrada el 22 de febrero del 2021, artículo XVIII, fueron basadas en un modelo de escenario de población abierta, no obstante, debe advertirse que el artículo 7 del reglamento actuarial vigente, establece la obligatoriedad de medir la salud actuarial del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial incluyendo los escenarios como beneficios devengados y con población cerrada, asimismo, el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala que el Fondo debe acatar las disposiciones emitidas por la CONASSIF y supervisadas por la SUPEN. Ahora bien, previo a referirnos a los requerido por la honorable Sala Constitucional y con el objeto de que haya claridad en lo que a continuación se indicará, conviene definir qué se entiende por régimen de población abierta, población cerrada y beneficios devengados, conforme lo detallan dichos supervisores del mercado en la normativa indicada:

Población abierta: Supone que la evaluación actuarial del régimen de pensión continúa recibiendo afiliados siendo necesario estimar el ingreso de afiliados futuros.

Población cerrada: Supone que la evaluación actuarial del régimen de pensión no recibe más afiliados siendo conocida la población involucrada a una fecha cierta.

Beneficios devengados: Estimación de la cuantía de los beneficios de los pensionados y los afiliados actuales atribuibles al periodo presente y a los anteriores, cuya determinación se realiza mediante el método de la unidad de crédito proyectada, según el cual cada periodo de acumulación se considera generador de una unidad adicional de derecho a los beneficios, midiéndose cada unidad de forma separada para conformar la obligación final.

Habiendo realizado la anterior aclaración, conviene recordar que el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, era históricamente evaluado de forma exclusiva bajo la metodología de población abierta, hasta la reforma introducida en el año 2018 por la ley N°9544. Por lo cual, en este momento, la reglamentación aplicable exige la medición bajo la metodología de población cerrada, siendo dicha metodología mucho más estricta al momento de estimar sus resultados. 

Cabe destacar que, el régimen del IVM administrado por la CCSS continúa, a la fecha, siendo evaluado únicamente por la metodología de población abierta, mientras que el régimen de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no se le permite, por la normativa mencionada, tomar decisiones basado en dicha técnica, siendo que la JUNAFO, en diversas oportunidades, ha defendido que los regímenes básicos del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense, debería medírseles bajo una única metodología, resultando presumiblemente el escenario con población abierta, el que mejor se adapta a las características propias de todo régimen básico. 

Así las cosas, corresponde en este momento aclarar que, el señor Montero Zúñiga, expresó aquellas manifestaciones, amparado en la metodología de población abierta, pues se reitera, es esta la que históricamente se ha utilizado para medir la salud actuarial del Fondo y, bajo dicha metodología, los resultados del periodo 2020 para este régimen arrojaban una situación de superávit actuarial del 0.20 billones de colones y un nivel de solvencia del 105.53%, lo que permitía algún margen de acción y de ahí tales manifestaciones del señor Montero.

En referencia a la solvencia financiera del Fondo al día de hoy, conforme en lo anteriormente indicado y basados en la normativa en vigor, que nos obliga a considerar el escenario a población cerrada, cualquier ampliación en el transitorio que promueve esta acción de inconstitucionalidad provocaría una variación del déficit actuarial del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Para ello el actuario matemático realizó un informe técnico en el que analiza diferentes escenarios que se podrían presentar de acogerse la acción, por lo que a continuación se adjunta el informe de cita:

“Conforme con el artículo 230 de la Ley 7333, le asiste el derecho a que se mantengan las condiciones de dicha normativa a los que ya contaban con 10 años de pertenecer al régimen vigente en aquel momento, antes de la reforma operada por la ley 9544. 

Este escenario incorporaría a 6,445 trabajadores bajo las condiciones previas a la reforma. En este escenario el déficit aumenta en 736,559.87 millones de colones lo que significa un incremento del 109%.

[image: ]

Segundo escenario 

Conforme al derecho de pertenencia, que en algún momento fue avalado por la Sala Constitucional, se establezca que en tutela de los derechos en vías de adquisición se repete la posibilidad de jubilarse conforme a las condiciones de la Ley 7333 a quienes contaban con 20 años de labores al momento de la entrada en vigencia de la ley 9544 (esto sustentado en al convenio 102 de la Organización Internacional del Trabajo) 

Este escenario incorporaría a 2514 trabajadores bajo las condiciones previas a la reforma. En este escenario el déficit aumenta en 306,350 millones de colones lo que significa un incremento del 45%.
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Tercer escenario 

En tutela del principio de igualdad (artículo 33 Constitucional) se proporcione a los empleados judiciales el mismo trato que se dio con la ley número 9388 que es reforma normativa a los Regímenes Especiales de Pensiones con cargo al presupuesto para contener el gasto de pensiones, en donde, en ese sistema jubilatorio se respetó el derecho de los trabajadores que estuvieran a 5 años de poderse jubilar a hacerlo en las condiciones imperantes en la legislación anterior (Ver transitorio III de dicha ley). 

Este escenario incorporaría a 1028 trabajadores bajo las condiciones previas a la reforma. En este escenario el déficit aumenta en 171,657.50 millones de colones lo que significa un incremento del 25%.
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[…]”.

Cabe resaltar que a criterio de quien suscribe, respetuosamente se sugiere analizar más allá de la solvencia actuarial del régimen,  hacerlo no únicamente desde el punto de vista de la afectación que implicaría asumir las jubilaciones con las condiciones anteriores a la reforma, sino que se estima necesario tomar en consideración otros elementos tales como lo dicho por la Organización Internacional del Trabajo en el convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102), artículo 29 inciso 1, así como los derechos adquiridos por las personas servidoras judiciales, paz social, expectativas y planes de vida de las personas funcionarias judiciales, así como condiciones de trabajo al momento de contratación, así como el desgaste físico y mental que han experimentado las personas funcionarias, entre otros factores.

De igual forma, conviene destacar que la modificación a las condiciones jubilatorias establecidas en el título IX de la LOPJ, ha incidido en la atracción, retención y motivación del recurso humano que actualmente labora en este Poder de la República, restando competitividad al Poder Judicial como patrono frente a otras alternativas u opciones laborales en el mercado, cuyos efectos, al sumarse a los provocados por la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y a la Ley de Empleo Público, podrían dificultar en mayor medida, el reclutamiento de aquellas personas que deseen ingresar al Poder Judicial y con ello se afectaría el servicio público y la administración de justicia. 

Para notificaciones se señala como medio principal el correo electrónico direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr, y de manera subsidiaria el correo electrónico echaconmo@Poder-Judicial.go.cr

Conforme lo anterior, se deja rendido el informe solicitado mediante resolución de las diez horas cuarenta y cinco minutos del veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, para lo que ha bien estime resolver la honorable Sala Constitucional.

Sin más por el momento:





Doctor Juan Carlos Segura Solís

Presidente

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Poder Judicial
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Reserva en curso de pago 666,435 189,957
931,988
Beneficios en curso 13% 142795 67,504
Soldaria 54,129 190425
Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 1,842,581
Reserva en formacion 61,450
Salarios 641,870 Vejez 1,641,970
13% 218,791 Invalidez 45858
Coizacion soidaria 55538 Muerte: 135433
Contr. Diferida 16,882 Separacion 19,320
Contr. Futura Estado 7,180
(Superavit) Déficit 1410833 8,75% CCSS 243375
Total 3215313 Total 3215913
Razén de solvencia 56.93% Pasivo actuarial 3215913
14.21% Valor presente de los salarios 2,231,039

Prima considerando cotizaciones 93.09% Reserva Total 727,895
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BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2021 (Millones de Colones)

Reserva en curso de pago 666,435 Beneficios en curso 1,189,957
Vejez 931,988
Beneficios en curso  13% 142,795 Invalidez 67,544
Solidaria 54,129 Muerte 190,425
Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 1,472,043
Reserva en formacion 61,460
Salarios 720,588 Vejez 1,349,886
13% 174,220 Invalidez 65,842
Cotizacion solidaria 48,233 Muerte 36,108
Contr. Diferida 18,377 Separacion 20,208
Contr. Futura Estado 8,516
(Superavit) Déficit 980,623 8,75% CCSS 213,375
Total 2,875,376 Total 2,875,376
Razon de solvencia 65.90% Pasivo actuarial 2,875,376
Prima 85.74% Valor presente de los salarios 2,504,649
Prima considerando cotizaciones 69.00% Reserva Total 727,895
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Reserva en curso de pago 666,435 Beneficios en curso 1,189,957
Vejez 931,988
Beneficios en curso  13% 142,795 Invalidez 67,544
Solidaria 54,129 Muerte 190,425
Participantes actuales Beneficios futuros participantes actuales 1,381,904
Reserva en formacion 61,460
Salarios 774,167 Vejez 1,152,764
13% 163,334 Invalidez 79,011
Cotizacion solidaria 40,919 Muerte 129,346
Contr. Diferida 19,395 Separacion 20,784
Contr. Futura Estado 9,345
(Superavit) Déficit 845,930 8,75% CCSS 206,049
Total 2,777,910 Total 2,777,910
Razon de solvencia 69.55% Pasivo actuarial 2,777,910
Prima 76.18% Valor presente de los salarios 2,690,882

Prima considerando cotizaciones 61.27% Reserva Total 727,895
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Escenario Base

Abierto 1% Incremento en Población 369,684.00 ₡   87.67%

Incremento 

en Años

Número Adicional de 

Personas

Incremento del 

Déficit

Déficit Total

Variación 

Relativa del 

Déficit

Razón 

Solvencia

Decrecimiento en la 

Solvencia 

Relatividad del 

Decrecimiento

2 284 49,208.42 ₡              418,892.00 ₡    13.31% 86.29% 1.38% 1.57%

3 478 80,468.33 ₡              450,152.00 ₡    21.77% 85.45% 2.22% 2.53%

5 968 157,769.84 ₡           527,454.00 ₡    42.68% 83.43% 4.24% 4.84%

7 1637 235,995.92 ₡           605,680.00 ₡    63.84% 81.49% 6.18% 7.05%

10 2759 324,011.87 ₡           693,696.00 ₡    87.65% 79.43% 8.24% 9.40%

ESTIMACIÓN CON DATOS DEL ESTUDIO ACTUARIAL PERIODO DICIEMBRE 2022

Fuente: Informe Actuarial y estudio especial realizado por el MBA. Raúl Hernández González, a solicitud de la Sala Constitucional para el 

expediente N.° 19-024589-0007-CO.

Los montos están expresados en miles de millones de colones.
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Elemento

Estudio Actuarial previo a 

reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Estudio Actuarial posterior  

a reforma

Año base, datos de elaboración 2015 2018 2019 2020 2021 * 2022

Fecha de entrega de estudio 04 de julio 2017 01-julio-2019 23 de marzo 2020 08 de marzo 2021 22-marzo-2022 31-marzo-2023

Empresa encargada IICE-UCR

PIPCA (Luis Guillermo 

Fernández Valverde)

MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G. MBA Raúl Hernández G.

Balance Actuarial (Escenario 

base, problación cerrada)

Déficit de 6.37 billones de 

colones

Déficit de 0.70 billones de 

colones

Déficit de 0.73 billones de 

colones

Déficit de 0.69 billones de 

colones

Déficit de 0.67 billones de 

colones

Déficit de 0.64 billones de 

colones

Nivel de Solvencia (Escenario 

base, problación cerrada)

48.59% 73.00% 74.22% 72.41% 74.26% 76.38%

Balance Actuarial (Escenario 

base, problación abierta)

N/A

Déficit de 0.71 billones de 

colones

Superávit 0.009 billones de 

colones

Superávit 0.20 billones de 

colones

Deficit 0.067 billones de 

colones

Deficit 0.024 billones de 

colones

Nivel de Solvencia (Escenario 

base, problación abierta)

N/A 27.19% 100.00% 105.53% 98.26% 92.27%

Año de uso de Intereses de la 

Reserva

2029 2036 2039 2036 2038 2034

Año de Agotamiento de la 

Reserva

2048 2049 2050 2046 2048 2044

* Con la contratación directa N.° 2022CD-000114-PROVCD el actuario William Eduardo Villalobos Alfaro carné del Colegio Ciencias Económicas N.° 006021 le realizó al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 

Judicial una Auditoría Acturial, entregada en el mes de noviembre del 2021.
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San José 18 de setiembre de 2029 


 


Señores 


MPM Oslean Mora Valdez, Director a.í. Dirección JUNAFO 


Asunto: 0031-0007-236909519-5818-F 


 


Con respecto al requerimiento indicado se procedió a valor el efecto de 


aumentar el plazo del Transitorio VI de la ley N° 9544 del 24 de abril de 


2018, se procedió con aumento del plazo de dicho transitorio hasta 2, 


3,5,7 y 10 años; empleándose la información del último estudio actuarial 


al 31 de diciembre de 2022. La estimación brinda todas las condiciones 


jubilatorias que tenían previo a la reforma a los funcionarios que son 


incluidos en cada escenario. 


Como referencia se tomó el escenario abierto con una tasa de 


crecimiento del 1% y se valoro el efecto de sustitución del personal que 


eventualmente adelantaría la fecha de su jubilación. 


Es importante señalar que muchas de las personas que quedaron fuera 


del transitorio comienzan a cumplir con los requisitos para jubilarse con 


el nuevo marco normativo a partir del 2024.  El aumento en los costos 


que se observan para 2 y 3 años están más relacionados con la forma 


de cálculo del derecho que con la reducción del plazo para optar al 


derecho.  


En el siguiente cuadro se presenta un resumen de lo determinado en 


cada una de las corridas efectuadas. Los resultados mostrados incluyen 


el número de personas adicionales que pueden beneficiarse,  como el 


incremento total del déficit. En los anexos se incluye el balance 


respectivo.  
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Con respecto a lo indicado en el requerimiento: “incluir a la mayor 


cantidad de personas que se puedan pensionar con el régimen anterior 


a la reforma, sin poner en peligro la solvencia financiera actual del 


Fondo de Pensiones del Poder Judicial” es importante indicar que la 


actualmente la solvencia es inferior a uno, por lo tanto, cualquier mejora 


de los beneficios provocaría que la solvencia disminuya más.  


 


Quedando a sus órdenes se despide de ustedes  


 


Atentamente, 


 


 


 


Actuario Raúl Hernández González, MBA 
Cédula 2-443-650 
Miembro del CPCE #016152 
  


 Incremento 


en años 


hasta  


 número 


adicional de 


personas 


 Incremento del 


déficit 


2 284 49,208.42                


3 478 80,468.33                


5 968 157,769.84              


7 1637 235,995.92              


10 2759 324,011.87              
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ANEXO HASTA 2 AÑOS 
 
 
 
 


  


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2022 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 698,924       Beneficios en curso 1,244,027       


Vejez 977,450            


Beneficios en curso 13% 149,283       Invalidez 74,848               


Solidaria 70,919          Muerte 191,729            


Participantes actuales


Reserva en formación 6,951            Beneficios futuros participantes actuales 1,323,675       


Salarios 929,647       Vejez 1,083,507         


13% 155,345       Invalidez 90,453               


Cotización solidaria 36,381          Muerte 120,580            


Contr. Diferida 19,978          Separación 29,136               


Contr. Futura Estado 7,396            


Participantes futuro Beneficios participantes futuros 262,530         


Salarios 509,296       Vejez 199,528            


13% 31,047         Invalidez 32,856               


Cotización solidaria 6,903           Muerte 26,338               


Contr. Diferida 9,218           Separación 3,808                 


Contr. Futura Estado 5,986           


(Superávit) Déficit 418,892       8,75% CCSS 225,935         


Total 3,056,167   Total 3,056,167       


Razón de solvencia 86.29% Pasivo actuarial 3,056,167       


V.P. Salarios participantes actuales 3,213,437       


Prima 47.25% V.P. Salarios participantes futuros 1,760,443       


Prima considerando cotizaciones 38.21% Reserva 705,875         
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ANEXO HASTA 3 AÑOS 
 
 
 
 


 
 
  


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2022 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 698,924       Beneficios en curso 1,244,027       


Vejez 977,450            


Beneficios en curso 13% 149,283       Invalidez 74,848               


Solidaria 70,919          Muerte 191,729            


Participantes actuales


Reserva en formación 6,951            Beneficios futuros participantes actuales 1,354,538       


Salarios 923,341       Vejez 1,115,364         


13% 159,067       Invalidez 88,795               


Cotización solidaria 37,940          Muerte 121,399            


Contr. Diferida 19,864          Separación 28,980               


Contr. Futura Estado 7,371            


Participantes futuro Beneficios participantes futuros 265,609         


Salarios 515,270       Vejez 201,868            


13% 31,411         Invalidez 33,241               


Cotización solidaria 6,984           Muerte 26,647               


Contr. Diferida 9,326           Separación 3,853                 


Contr. Futura Estado 6,056           


(Superávit) Déficit 450,152       8,75% CCSS 228,685         


Total 3,092,859   Total 3,092,859       


Razón de solvencia 85.45% Pasivo actuarial 3,092,859       


V.P. Salarios participantes actuales 3,191,637       


Prima 48.00% V.P. Salarios participantes futuros 1,781,091       


Prima considerando cotizaciones 38.84% Reserva 705,875         
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ANEXO HASTA 5 AÑOS 
 
 
 


 
  


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2022 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 698,924       Beneficios en curso 1,244,027       


Vejez 977,450            


Beneficios en curso 13% 149,283       Invalidez 74,848               


Solidaria 70,919          Muerte 191,729            


Participantes actuales


Reserva en formación 6,951            Beneficios futuros participantes actuales 1,429,086       


Salarios 905,446       Vejez 1,193,141         


13% 168,058       Invalidez 84,419               


Cotización solidaria 41,746          Muerte 122,921            


Contr. Diferida 19,540          Separación 28,605               


Contr. Futura Estado 7,275            


Participantes futuro Beneficios participantes futuros 273,905         


Salarios 531,363       Vejez 208,173            


13% 32,392         Invalidez 34,280               


Cotización solidaria 7,202           Muerte 27,480               


Contr. Diferida 9,618           Separación 3,973                 


Contr. Futura Estado 6,245           


(Superávit) Déficit 527,454       8,75% CCSS 235,397         


Total 3,182,414   Total 3,182,414       


Razón de solvencia 83.43% Pasivo actuarial 3,182,414       


V.P. Salarios participantes actuales 3,129,782       


Prima 49.86% V.P. Salarios participantes futuros 1,836,719       


Prima considerando cotizaciones 40.41% Reserva 705,875         
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ANEXO HASTA 7 AÑOS 
 


 


  


BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2022 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 698,924       Beneficios en curso 1,244,027       


Vejez 977,450            


Beneficios en curso 13% 149,283       Invalidez 74,848               


Solidaria 70,919          Muerte 191,729            


Participantes actuales


Reserva en formación 6,951            Beneficios futuros participantes actuales 1,502,663       


Salarios 884,883       Vejez 1,271,168         


13% 176,932       Invalidez 79,472               


Cotización solidaria 44,892          Muerte 123,793            


Contr. Diferida 19,168          Separación 28,229               


Contr. Futura Estado 7,110            


Participantes futuro Beneficios participantes futuros 283,692         


Salarios 550,349       Vejez 215,611            


13% 33,549         Invalidez 35,504               


Cotización solidaria 7,459           Muerte 28,462               


Contr. Diferida 9,961           Separación 4,115                 


Contr. Futura Estado 6,468           


(Superávit) Déficit 605,680       8,75% CCSS 242,149         


Total 3,272,530   Total 3,272,530       


Razón de solvencia 81.49% Pasivo actuarial 3,272,530       


V.P. Salarios participantes actuales 3,058,704       


Prima 51.74% V.P. Salarios participantes futuros 1,902,348       


Prima considerando cotizaciones 42.00% Reserva 705,875         
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BALANCE ACTUARIAL AL 31 DE DICIEMBRE DE 2022 (Millones de Colones)


ACTIVOS PASIVOS


Reserva en curso de pago 698,924       Beneficios en curso 1,244,027       


Vejez 977,450            


Beneficios en curso 13% 149,283       Invalidez 74,848               


Solidaria 70,919          Muerte 191,729            


Participantes actuales


Reserva en formación 6,951            Beneficios futuros participantes actuales 1,607,674       


Salarios 852,181       Vejez 1,383,687         


13% 189,591       Invalidez 71,634               


Cotización solidaria 49,458          Muerte 124,606            


Contr. Diferida 18,576          Separación 27,747               


Contr. Futura Estado 6,769            


Participantes futuro Beneficios participantes futuros 296,775         


Salarios 575,730       Vejez 225,554            


13% 35,096         Invalidez 37,142               


Cotización solidaria 7,803           Muerte 29,774               


Contr. Diferida 10,421         Separación 4,305                 


Contr. Futura Estado 6,766           


(Superávit) Déficit 693,696       8,75% CCSS 223,691         


Total 3,372,166   Total 3,372,166       


Razón de solvencia 79.43% Pasivo actuarial 3,372,166       


V.P. Salarios participantes actuales 2,945,666       


Prima 54.02% V.P. Salarios participantes futuros 1,990,080       


Prima considerando cotizaciones 43.85% Reserva 705,875         
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CONASSIF 







 


 


 


 


Estimados señores: 


 


El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero en el artículo 5 del acta de la 


sesión 1275-2016, celebrada el 30 de agosto del 2016, con base en la propuesta remitida por 


la Superintendencia de Pensiones, adjunta al oficio SP-948-2016, del 18 de agosto del 2016 


y 


 


Considerando que: 
 


1. El artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, en su literal 


b), establece como una función del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, 


fiscalización y vigilancia que conforme a la Ley debe ejercer la Superintendencia de 


Pensiones. Asimismo, el literal q) establece que le corresponde aprobar las normas 


garantes de la supervisión y resguardo de la solidez financiera de los regímenes de 


pensiones del Poder Judicial y cualesquiera otros creados por ley o convenciones 


colectivas. 


 


2. El artículo 33 de la Ley sobre el Régimen Privado de Pensiones Complementarias, Ley 


7523, estipula que la Superintendencia de Pensiones regulará, supervisará y fiscalizará 


los fondos y regímenes contemplados en dicha norma, así como aquellos que le sean 


encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, 


de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las 


personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o 


contratos relacionados con las disposiciones de dicha Ley. 


 


3. El artículo 38 de la Ley antes citada establece, como atribución del Superintendente de 


Pensiones, proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero los 


reglamentos necesarios para cumplir las competencias y funciones de la 


Superintendencia a su cargo, así como los informes y dictámenes que éste requiera para 


ejercer sus atribuciones. 


 


4. La Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley 


Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio, en su artículo 36, 


estableció la facultad de la Superintendencia de Pensiones para velar por el equilibrio 


actuarial de los regímenes administrados y dictar las resoluciones correspondientes. 


 


5. Mediante artículo 7, del acta de la sesión 514-2005, celebrada el 23 de junio del 2005, 


el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Reglamento 


actuarial para los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes 


públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, mismo que fue publicado 


en el diario oficial La Gaceta n° 135, del 13 de julio del 2005. 


  







 


 


6. Producto de la aplicación del Reglamento actuarial para los regímenes de pensiones 


creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte, a partir de su vigencia y de las mejores prácticas internacionales 


relacionadas con el riesgo actuarial, se han identificado oportunidades de mejora que 


conviene incorporar en el Reglamento de cita, a efecto de contar con un instrumento 


normativo más robusto y actualizado. 


 


7. El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante el artículo 10, 


del acta de la sesión 1244-2016, celebrada el 19 de abril del 2016, envió a consulta de 


los participantes del sector de pensiones, la propuesta de modificación al Reglamento 


actuarial de los regímenes de pensiones creados por leyes especiales y regímenes 


públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, en el entendido que en un 


plazo máximo de diez días hábiles, enviaran al Despacho del Superintendente de 


Pensiones, sus comentarios y observaciones al texto propuesto. 


 


8. Una vez recibidas y analizadas las observaciones recibidas de las entidades 


participantes, fue ajustado en lo que correspondía la propuesta de modificación del 


Reglamento actuarial, y lo que procede es aprobar su versión definitiva por parte del 


Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. 


 


dispuso en firme: 
 


Reformar integralmente el Reglamento actuarial para los regímenes de pensiones creados por 


leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, 


aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero mediante artículo 


7, de acta de la sesión 514-2005, del 23 de junio del 2005, publicado en el diario oficial La 


Gaceta No. 135, del 13 de julio del 2005, para que, en lo sucesivo, se lea como sigue: 


 


 


Versión Referencia 


1.0 


 


Aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, 


mediante artículo 5 del acta de la sesión 1275-2016, celebrada el 30 de agosto 


del 2016, publicado en el Alcance 200 del Diario Oficial “La Gaceta”, del 27 


de setiemmbre del 2016. 


 


 


 


 


 







 


 


 


REGLAMENTO ACTUARIAL 


 


Artículo 1. Alcance 


El presente reglamento establece los lineamientos que obligatoriamente aplican a la 


elaboración de las valuaciones actuariales de los regímenes de pensiones de beneficio 


definido regulados por la Superintendencia de Pensiones. Así como cualquier otro 


régimen que en su fase de desacumulación sea de capitalización colectiva. 


 


Tratándose del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja 


Costarricense de Seguro Social, los lineamientos incorporados en este reglamento tienen 


el carácter de adopción y aplicación voluntaria. 


 


Artículo 2. Ámbito de aplicación 
Las normas que conforman el presente reglamento son aplicables a los regímenes de 


pensiones de beneficio definido. Así como cualquier otro régimen que en su fase de 


desacumulación sea de capitalización colectiva. 


 


En los aspectos que no se encuentren normados deben observarse los principios y normas 


internacionalmente aceptados en el campo actuarial, aplicables en Costa Rica. 


 


Artículo 3. Definiciones 


Para efectos de este Reglamento se entiende por: 


 


Actuario: Profesional especializado en cálculos actuariales, financieros y demográficos, 


responsable de dictaminar la solvencia actuarial de un régimen de pensiones. 


 


Auditoría actuarial: Estudio técnico elaborado por un actuario o firma independiente con 


el propósito de emitir una opinión sobre la razonabilidad de una valuación actuarial. 


 


Balance actuarial: Comparación del activo, valuado según las normas aplicables, y del 


pasivo del régimen a una fecha determinada. Cuando el valor presente de los activos 


supera el valor presente de los beneficios ofrecidos se considerará que existe un superávit 


actuarial y, en la situación inversa, un déficit actuarial. 


 


Beneficios devengados: Estimación de la cuantía de los beneficios de los pensionados y 


los afiliados actuales atribuibles al periodo presente y a los anteriores, cuya determinación 


se realiza mediante el método de la unidad de crédito proyectada, según el cual cada 


periodo de acumulación se considera generador de una unidad adicional de derecho a los 


beneficios, midiéndose cada unidad de forma separada para conformar la obligación final. 


 


CONASSIF: Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. 


 


Ganancia o pérdida actuarial: Diferencias entre los resultados estimados en una 







 


valuación actuarial y los obtenidos en la realidad. 


 


Método de Financiamiento: Procedimiento adoptado para captar los ingresos destinados 


a financiar los egresos de un régimen de pensiones. 


 


Método de valuación: Técnica de cálculo que permite evaluar la aplicación de un 


determinado sistema de financiamiento a un régimen de pensiones o a las provisiones y 


reservas con que cuenta. 


 


Órgano de Dirección: Corresponde a la máxima jerarquía dentro del Régimen con 


funciones de revisión y crítica determinativa, sea Junta Directiva, Junta Administrativa, 


Consejo Superior u otra similar. 


 


Población abierta: Enfoque de valuación según el cual el régimen de pensión continúa 


recibiendo afiliados, siendo necesario elaborar supuestos sobre el perfil de los nuevos 


participantes. 


 


Población cerrada: Enfoque de valuación según el cual el régimen de pensión no recibe 


más afiliados, por lo que la población a evaluar a una fecha determinada es conocida. 


 


Perfil de beneficios: Conjunto de prestaciones que otorga el régimen, según su diseño. 


Incluye la cuantía o magnitud, la forma y las condiciones en que éstas se disfrutan. 


 


Perfil de requisitos: Conjunto de condiciones que delimitan el acceso a los beneficios del 


régimen, según el tipo de riesgo. 


 


Plan de Recuperación: Conjunto de acciones desarrolladas por el régimen de pensiones 


para restablecer su solvencia actuarial. 


 


Prima media nivelada: Porcentaje de los salarios actuarialmente calculado que resulta 


suficiente para financiar el plan de pensiones bajo el supuesto de que no cambiará en el 


tiempo. 


 


Provisión para pensiones en curso de pago: Monto determinado actuarialmente que 


respalda el pago de las pensiones en curso. 


 


Razón del fondo para contingencias: Es el fondo acumulado al inicio del año dividido 


entre los egresos del año. 


 


Reservas en formación: Recursos acumulados para el pago de beneficios futuros. 


 


Regímenes de pensión de beneficio definido: Son aquellos regímenes en los que las 


condiciones de acceso y la cuantía del beneficio están definidos. 


 


Para efectos de este reglamento se clasifican de la siguiente manera: Régimen de 


pensión de beneficio definido básico general (tipo 1), régimen de pensión de beneficio 







 


definido básico sustituto (tipo 2), o régimen de pensión complementario (tipo 3). 


 


Régimen Básico General (tipo 1): Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, administrado 


por la Caja Costarricense de Seguro Social. 


 


Régimen Básico Sustituto (tipo 2): Régimen básico creado por leyes especiales para dar 


protección en los riesgos de invalidez, vejez y sobrevivencia, a un grupo específico de la 


población, en sustitución del Régimen Básico General. 


 


Régimen de Pensión Complementario (tipo 3): Es un régimen de pensión de beneficio 


definido, creado por una ley especial, convención colectiva u otra norma, que otorga una 


pensión complementaria a la otorgada por un régimen de pensión básico. Además, dentro 


de esta clasificación se incluye el Fondo de Garantías y Jubilaciones de los Empleados del 


Banco Nacional. 


 


Solvencia actuarial con beneficios devengados de un Régimen Básico Sustituto o 


Régimen de Pensión Complementario: Un régimen tipo 2 o 3 es solvente si los recursos 


de la provisión para pensiones en curso de pago y de las reservas en formación son 


suficientes para cubrir los beneficios de los pensionados actuales y sus beneficiarios, así 


como los beneficios devengados de los miembros activos. 


 


Solvencia actuarial con población cerrada de un Régimen Básico Sustituto o 


Régimen de Pensión Complementario: Un régimen tipo 2 o 3 es solvente si los recursos 


de la provisión para pensiones en curso de pago y de las reservas en formación, más el 


valor presente de las contribuciones futuras, son suficientes para pagar los beneficios de 


los pensionados actuales, de los miembros activos y de los beneficiarios de ambos grupos. 


 


Solvencia actuarial del Régimen Básico General: El régimen es solvente si la sumatoria 


de todos los ingresos derivados de las contribuciones y de los rendimientos de las 


inversiones son iguales o superiores al flujo de todos los futuros egresos del régimen. 


 


SUPEN: Superintendencia de Pensiones. 


 


Superintendente: Superintendente de Pensiones. 


 


Tablas biométricas: Tablas que muestran las probabilidades de las contingencias a las 


que los individuos están expuestos. 


 


Tasa de costo: También conocida como prima de reparto. Son las salidas o egresos 


anuales expresados como porcentaje de los salarios. 


 


Tasa de Ingresos: Son los aportes especificados por ley y otros ingresos expresados como 


porcentaje de los salarios. 


 


Valuación actuarial: Estudio técnico elaborado por un actuario que permite, mediante la 


aplicación de un método de valuación específico, determinar la solvencia actuarial de un 







 


régimen de pensiones de beneficio definido, o justificar propuestas de cambio en el perfil 


de requisitos o de beneficios. 


 


Artículo 4. Política de Solvencia 


El órgano de dirección debe aprobar y revelar una política de solvencia que contenga como 


mínimo el objetivo de solvencia y el mínimo de solvencia tolerable, considerando el perfil 


de beneficios, los niveles de contribución definidos en la normativa y la estrategia de 


inversiones. 


 


Artículo 5. Objetivo de las valuaciones actuariales 


La valuación actuarial de un régimen proporciona elementos objetivos para el análisis de 


su solvencia actuarial. Constituye información mínima para los gestores del régimen 


valuado, y sirve de sustento para realizar los ajustes necesarios que permitan asegurar su 


sostenibilidad en el tiempo. 


 


La valuación actuarial debe permitir: 


 


a) Establecer la situación financiera actual de un régimen de pensiones y su proyección. 


b) Valuar la solvencia actuarial de un régimen de pensiones en relación con las tasas de 


contribución actuales, los beneficios, el método de financiamiento establecido y la 


definición de solvencia aplicable. 


c) Identificar las causas que originan desequilibrios financieros y actuariales presentes o 


futuros y las razones de los cambios desde la última valuación. 


d) Asesorar a los gestores respecto de las medidas necesarias para preservar o restablecer 


el equilibrio del régimen. 


e) Recomendar ajustes en el sistema de financiamiento del régimen. 


f) Valuar la adecuación y congruencia de los perfiles de requisitos y beneficios ofrecidos 


por el régimen. 


g) Valuar la suficiencia de las provisiones. 


 


Artículo 6. Hipótesis demográficas y financieras 


El actuario debe proponer los valores de las hipótesis demográficas y financieras que no 


estén definidas en la normativa aplicable. Las hipótesis deben ser consistentes entre sí y 


reflejar cada una de ellas una parte de la realidad en función del aspecto al que refieran, 


con base en un análisis retrospectivo y prospectivo. 


 


En el informe actuarial se deben detallar y justificar adecuadamente las hipótesis 


demográficas y financieras utilizadas en la valuación. La SUPEN puede solicitar cambios 


en los valores asignados a dichas hipótesis cuando detecte inconsistencias y, en última 


instancia, determinar si los supuestos son razonables y apropiados. 


 


Artículo 7. Metodologías utilizadas y disposiciones por tipo de régimen 


 


a) Régimen Básico General (tipo 1) 


Se recomienda que la valuación actuarial muestre claramente la técnica utilizada y los 


resultados se presenten sobre la base de una población abierta, en términos absolutos y 







 


relativos. Además, se recomienda utilizar un horizonte, para la valuación, que abarque un 


período mínimo de setenta y cinco años. 


 


b) Régimen Básico Sustituto (tipo 2) y Régimen de Pensión Complementaria (tipo 3) 


La valuación actuarial debe mostrar claramente la técnica utilizada. Los resultados deben 


presentarse tanto con beneficios devengados como con población cerrada, según las 


definiciones de solvencia del artículo tres. 


 


Adicionalmente, pueden mostrarse resultados con población abierta, para lo cual se debe 


considerar un período mínimo de setenta y cinco años. Los nuevos ingresos deben revelar 


el activo y pasivo actuarial completo. En todo caso, las recomendaciones deben formularse 


en relación con los resultados de las valuaciones realizadas con población cerrada y con 


beneficios devengados. 


 


En todos los escenarios presentados debe incluirse la totalidad de los afiliados al régimen 


y sus beneficiarios. 


 


Artículo 8. Periodicidad de las valuaciones actuariales 


La valuación actuarial de los regímenes debe realizarse una vez al año como mínimo. 


 


Además, deben realizarse valuaciones actuariales cuando se propongan cambios en los 


perfiles de requisitos y beneficios de los regímenes o cuando existan fundados indicios de 


que el comportamiento del régimen pudiera derivar en un desequilibrio financiero o 


actuarial a juicio del Órgano de Dirección del régimen o a solicitud de la SUPEN. 


 


El Superintendente, mediante resolución razonada, puede variar la periodicidad de las 


valuaciones actuariales, según el análisis del riesgo de solvencia del fondo que se realice 


al efecto. 


 


Artículo 9. Disposiciones para regímenes cerrados o en liquidación 


Cuando se trate de regímenes de pensión cerrados o en liquidación, el Superintendente, 


mediante acuerdo, puede establecer una periodicidad mayor para realizar la valuación 


actuarial, eximirlos de la presentación de la valuación actuarial anual, o definir un tipo de 


informe actuarial específico. 


 


Artículo 10. Fecha de la valuación 


Las valuaciones actuariales anuales deben contener información con corte al 31 de 


diciembre de cada año.  


 


Cuando se trate de valuaciones que propongan cambios en los perfiles de requisitos y 


beneficios o solicitudes de la SUPEN, debe utilizarse la información más reciente con que 


cuente el régimen, la que, en todo caso, no debe tener más de tres meses de antigüedad 


respecto de la fecha de realización del estudio. 


 


Artículo 11. Contenido del informe de la valuación actuarial anual 


El informe que elabore el actuario para comunicar los resultados de la valuación actuarial 







 


anual debe contener, al menos, lo siguiente: 


 


a) Información general: Debe indicarse el régimen objeto de la valuación, el período 


valuado, la fecha de la valuación y el nombre del actuario responsable de la valuación. 


b) Resumen ejecutivo: En esta sección se deben resumir los principales hallazgos y 


recomendaciones de la valuación. 


c) Contexto económico: Analizar la evolución de, al menos, las siguientes variables: 


inflación, tasas de interés experimentadas y esperadas en el país, comportamiento de 


los salarios y pensiones. En el caso de los regímenes tipo 2 y tipo 3 las variables a 


analizar deben ser las que están relacionadas con el régimen. 


d) Contexto demográfico: Analizar la evolución de, al menos, las siguientes variables: 


estructura de la población, población activa y pensionada (edad, antigüedad y sexo), 


comportamiento de altas y bajas de afiliados y pensionados, desempleo, cobertura del 


régimen, indicadores demográficos. En el caso de los regímenes tipo 2 y tipo 3 las 


variables a analizar deben ser las que están relacionadas con el régimen. 


e) Análisis de la situación actual del régimen. Los principales elementos que debe 


contener esta sección son: 


i. Situación de las provisiones y reservas con que cuenta el régimen y su 


comportamiento. 


ii. Marco legal. Si la valuación actuarial propone cambios en el mismo debe 


referirse a las implicaciones en la situación financiera y actuarial del régimen. 


iii. Análisis del comportamiento de las inversiones, los gastos de administración 


y cualquier otra variable financiera que afecte el desempeño del régimen. 


f) Metodología. Método de valuación y procedimientos utilizados. 


g) Bases de Datos y supuestos: Comentarios sobre la calidad y la fuente de la información, 


así como los supuestos utilizados y su justificación. 


h) Resultados. Esta sección debe contener, al menos, los siguientes componentes: 


i. Resultados del escenario base de acuerdo con lo establecido en el artículo siete.  


ii. Comparación de los resultados obtenidos en el escenario base con los obtenidos en 


el escenario base del informe actuarial anterior, incluyendo el análisis de pérdidas y 


ganancias y un comparativo de las poblaciones esperadas y efectivas. 


iii. Análisis de sensibilidad (variaciones en los resultados obtenidos a partir de la 


modificación de algunos parámetros críticos). 


iv. Valoración con reformas propuestas (resultados de la proyección base, incorporando 


modificaciones legales propuestas en caso de que las hubiere). 


En todos los escenarios debe presentarse el balance actuarial correspondiente y la prima 


media nivelada. En los regímenes tipo 2 y tipo 3 también debe presentarse el balance 


actuarial con beneficios devengados. 


En caso de que se utilice el método de proyecciones, deben incluirse en el informe, al 


menos, las siguientes: 


i. Proyecciones demográficas por año de la población activa y pensionada. 


ii. Proyecciones financieras por año, de los salarios, ingresos y egresos por pago de 


beneficios correspondientes a los riesgos cubiertos por el régimen y otros gastos 


administrativos. 


iii. Proyección anual del comportamiento de las provisiones del régimen. 


iv. Proyección de la tasa de cotización necesaria para financiar los beneficios del 







 


régimen. 


v. Proyección de la tasa de cotización necesaria para financiar los beneficios del 


régimen, bajo hipótesis de un sistema alternativo de financiamiento, en caso de 


presentarse problemas de financiamiento en el régimen. 


vi. De acuerdo con las definiciones del artículo tres, mostrar los siguientes indicadores: 


- Corto plazo (anual): La razón del fondo para contingencias. 


- Largo plazo (75 años o más): La tasa de ingresos y la tasa de costo. 


i) Conclusiones y recomendaciones:  


Para el régimen tipo 1, se sugiere que las recomendaciones estén referidas al 


escenario base con población abierta. 


Para los regímenes tipo 2 y tipo 3 las recomendaciones deben estar referidas al 


escenario base con población cerrada y al escenario con beneficios devengados. 


En todos los casos, deben indicarse, como mínimo, las medidas que se recomienda 


adoptar para restablecer o preservar el equilibrio actuarial del régimen, las 


necesarias para cubrir los faltantes o manejar los excedentes en las provisiones, así 


como los pros y contras de esas medidas y el impacto esperado.  


De manera complementaria, los regímenes tipo 2 y 3 pueden presentar escenarios 


con población abierta. 


El actuario debe emitir una opinión clara, precisa, objetiva y técnica en relación con 


la solvencia del régimen de pensión objeto de la valuación. 


 


Cuando se requiera, a juicio del actuario, se presentará en anexos la información relevante 


del régimen que por razones prácticas no se incluya en el cuerpo del informe.  


 


Los informes que correspondan a otras valuaciones actuariales, diferentes de la anual, 


observarán el contenido establecido en el presente artículo en cuanto resulte pertinente. 


 


Artículo 12. Plan de Recuperación 


El órgano de dirección debe elaborar y remitir a la SUPEN, para su correspondiente 


aprobación, un Plan de Recuperación cuando el resultado de la valuación actuarial 


presente alguna de las siguientes situaciones: 


 


a) La provisión de pensiones en curso de pago del régimen no está constituida al 100%. 


b) El régimen no alcanza el mínimo de solvencia tolerable declarado en su política de 


solvencia. 


c) El régimen no alcanza el objetivo de solvencia declarado en su política de solvencia 


durante cinco años consecutivos. 


 


Artículo 13. Remisión y presentación de los informes de valuaciones o auditorías 


actuariales a la SUPEN 


Los informes de valuaciones o auditorías actuariales y sus anexos deben remitirse a la 


Superintendencia, por los medios establecidos. 


 


El informe correspondiente a la valuación actuarial anual, a que hace referencia el primer 


párrafo del artículo 8, debe remitirse a más tardar el último día hábil del mes de marzo. 


Adicionalmente, la SUPEN podrá solicitar el detalle con la información sobre afiliados y 







 


pensionados, las tablas biométricas y demás parámetros utilizados en las estimaciones, así 


como el resultado individual de la cuantía de los beneficios devengados. 


 


Cuando corresponda realizar la auditoría actuarial externa, el informe debe remitirse a más 


tardar el último día hábil del mes de setiembre siguiente. 


 


El órgano de dirección debe enviar una nota de remisión junto con el informe de la 


valuación o auditoría actuarial a la SUPEN, en el que se detallen las medidas que se 


hubieren dispuesto tomar para atender las recomendaciones del actuario o firma actuarial. 


 


Es responsabilidad del régimen realizar una presentación del documento ante la SUPEN 


cuando se les requiera. 


 


El Superintendente puede requerir correcciones o ajustes al informe entregado, o bien la 


realización de un nuevo estudio. 


 


Artículo 14. Publicación del informe actuarial 


El régimen debe publicar en su página WEB los informes de valuaciones o auditorías 


actuariales remitidos a la Superintendencia, entidad que a su vez lo publicará en su sitio 


WEB. 


 


Artículo 15. Requisitos del profesional o la firma a cargo de la valuación o auditoría 


actuarial 


El actuario o la firma a cargo del estudio deben cumplir los siguientes requisitos: 


 


a) No haber sido declarados insolventes o en quiebra, por autoridad judicial nacional 


o extranjera, durante los cuatro años anteriores a la fecha de la contratación. 


b) No haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delitos contra la propiedad, 


la buena fe en los negocios o la fe pública, por autoridad judicial nacional o 


extranjera, durante los últimos diez años. 


c) No haber sido sancionados por los supervisores nacionales o extranjeros a los que 


se encuentra sujeto en el ejercicio de la actividad profesional, en la plaza o plazas 


en que esta última se desarrolla, durante los últimos diez años. 


d) No haber incumplido, durante la elaboración de valuaciones actuariales a los 


regímenes, con el procedimiento de comunicación de sustitución establecido en este 


Reglamento durante los cuatro años anteriores al estudio para el cual es contratado.  


 


Es responsabilidad del régimen determinar y documentar la idoneidad e independencia 


del profesional o firma contratada, así como el cumplimiento de los requisitos legales 


correspondientes. Para lo anterior, tratándose de documentación emitida en el exterior, 


debe cumplirse con las formalidades de autenticación, traducción oficial, si estuviere 


escrita en idioma diferente al español y legalización consular o apostilla, según se trate. 


 


El actuario o la firma a cargo de la elaboración de cualquier tipo de valuación actuarial o 


auditoría actuarial para los regímenes de pensiones de beneficio definido, debe cumplir 


los siguientes principios básicos: 







 


 


a) Rigurosidad científica en la metodología utilizada y los cálculos realizados. 


b) Razonabilidad en la determinación de supuestos y bases actuariales. 


c) Transparencia, claridad, simplicidad y consistencia de la información suministrada 


en el informe. 


 


Artículo 16. Incompatibilidades 


El actuario o la firma a cargo de una valuación o de una auditoría actuarial externa no 


pueden prestar servicios al régimen que puedan comprometer su independencia en 


relación con este. 


 


Entre otros servicios complementarios que se consideran comprometen la independencia, 


se encuentran incluidos pero no limitados los siguientes: 


 


a) Contabilidad y otros servicios relacionados con los registros contables o estados 


financieros de la entidad supervisada. 


b) Diseño e implementación de sistemas de información financiera. 


c) Auditoría Externa de Estados Financieros. 


d) Auditoría Interna. 


e) Auditoría de Riesgos. 


f) Asesoría en materia de riesgos o miembro externo del comité de riesgos. 


g) De dirección o recursos humanos. 


h) Asesor de inversiones o miembro externo del comité de inversiones. 


i) Contralor Normativo. 


 


Cualquier otro servicio que la SUPEN considere que interfiere con la independencia del 


actuario, para lo cual deberá dictar una resolución motivada. 


 


Artículo 17. Rotación de profesionales 


Los regímenes que contraten la valuación anual externamente deberán cambiar al actuario 


o firma al menos cada cinco años. El profesional o firma podrán ser contratados 


nuevamente una vez transcurridos tres años continuos contados a partir de la fecha del 


último informe realizado por dicho profesional o firma. 


 


Idéntico plazo se tomará para el caso de la auditoría actuarial externa requerida en el 


Artículo 19 de este Reglamento. 


 


Artículo 18. Ingresos de los actuarios 


La remuneración del actuario o firma a cargo de una valuación o auditoría actuarial no 


debe ser contingente ni dependiente de las condiciones o resultados que muestre la 


valuación actuarial realizada. Dicha restricción aplica a los actuarios internos, externos y 


a los auditores actuariales. 


 


Artículo 19. Auditoría actuarial externa 


El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación 


después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas. Se exime de esta 







 


disposición al régimen que no encargue más de tres valuaciones actuariales anuales 


consecutivas a un mismo actuario externo o firma actuarial. 


 


La auditoría actuarial externa tiene como propósito asegurar a los usuarios de la valuación 


actuarial, que el actuario responsable ha seguido los principios de la práctica actuarial 


establecidos (rigurosidad científica, razonabilidad de los supuestos y transparencia de la 


información) y los lineamientos y estándares actuariales aplicables en Costa Rica, así 


como obtener una opinión profesional independiente sobre la razonabilidad del estudio 


actuarial objeto de la auditoría.  


 


 


El informe de la auditoría debe cumplir, como mínimo, con lo siguiente: 


 


a) Ofrecer un juicio independiente sobre el cumplimiento de los aspectos de forma y 


fondo establecidos en la reglamentación vigente sobre la materia y los principios y 


lineamientos básicos usualmente aceptados en materia actuarial para regímenes de 


pensiones de beneficio definido. 


b) Ofrecer una interpretación profesional independiente de los resultados presentados 


en la valuación actuarial auditada. 


c) Ofrecer un resumen de las principales conclusiones y recomendaciones derivadas 


de la interpretación técnica independiente de los resultados presentados en la 


valuación actuarial auditada. 


 


En el informe de la auditoría el actuario debe suministrar una opinión con respecto a: 


 


a) La suficiencia y razonabilidad de los datos. 


b) La razonabilidad de los supuestos. 


c) Lo apropiado de la metodología y consistencia con principios actuariales sólidos y 


generalmente aceptados. 


d) La utilización del informe actuarial auditado para la toma de decisiones y como 


indicador transparente y fidedigno del estado de solvencia actuarial del régimen de 


pensiones. 


 


Artículo 20. Sustitución del profesional o de la firma designada 


En el caso de que un régimen resuelva sustituir al actuario o firma encargada de la 


valuación o auditoría actuarial, esta circunstancia debe ser comunicada a la SUPEN en un 


plazo máximo de cinco días hábiles posteriores a la sustitución, junto con una explicación 


detallada de la causa de la sustitución. 


 


El actuario o firma contratada para realizar la valuación o auditoría actuarial, debe remitir 


a la SUPEN su criterio respecto de la causa que originó la sustitución. En caso de que la 


valuación o auditoría actuarial haya sido concluida, el actuario o la firma contratada deben 


informar sobre el resultado de su valuación al régimen y a la SUPEN.” 


 


Vigencia. 


Rige a partir del 1° de enero del 2017. 
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